
 
Ayuntamiento de Arrecife

EXP. GESTIONA  34967/2024

INFORME 
.

I. ANTECEDENTES DE HECHOS

Visto el informe desfavorable de Secretaria firmado por del Secretario Accidental D: 
Jaime Ismael Abdul-Jalbar Martín, de fecha 22/10/2025, donde informa y cito textualmente ,,, " 
Se informa desfavorable la aprobación de la ORDENANZA REGULADORA DE RESIDUOS URBANOS Y 
ECONOMÍA CIRCULAR Y LA ORDENANZA FISCAL DE LA TASA POR SERVICIO DE RECOGIDA, 
TRANSPORTE Y TRATAMIENTO DE RESIDUOS SÓLIDOS URBANOS por los motivos siguientes:
Primero.-  Examinado  el  expediente  se  considera  que  estas  ordenanzas  tienen  impacto  significativo, 
imponen  obligaciones  relevantes  a  la  sociedad  y  regulan  aspectos  importantes  por  lo  que  DEBE 
CONSTAR ANUNCIO del Alcalde de Consulta Pública Previa de conformidad con lo previsto en el artículo 
133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas que establece lo siguiente:
“1.  Con  carácter  previo  a  la  elaboración  del  proyecto  o  anteproyecto  de  ley  o  de  reglamento,  se 
sustanciará una consulta pública, a través del portal web de la Administración competente en la que se 
recabará la opinión de los sujetos y de las organizaciones más representativas potencialmente afectados 
por la futura...".

II. LEGISLACIÓN APLICABLE

 Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (RLBRL).
 Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLHL), aprobado 

por el Real Decreto Legislativo 2/2004.
 Ley 7/2022,  de 8 de abril,  de residuos y  suelos contaminados para una economía 

circular.
 Las ordenanzas locales se rigen por la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las 

Bases del Régimen Local (en adelante LBRL), así como por la LRHL y sus normas de 
desarrollo.

I. FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Si nos vamos a sentencia del TS de 31 de enero de 2023, nos encontramos con:

En esta primera sentencia, se aborda el recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento 
de Barcelona contra la STSJ Cataluña de 28 de abril de 2021 (EDJ 2021/630187), que estimó 
el recurso formulado contra la ordenanza fiscal nº 3.16 de dicha entidad local, relativa a la tasa  
por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público municipal, a favor de 
empresas explotadoras de los servicios de telefonía móvil.

El TSJ Cataluña, en dicha sentencia, ante la omisión del trámite del art. 133 LPACAP en la 
aprobación  de  dicha  Ordenanza  Fiscal,  entendió  que  se  había  prescindido  total  y 
absolutamente del mismo, de carácter preceptivo (el apdo. 1 del artículo se expresa en 
términos imperativos, al exigir que la consulta pública “se sustanciará” a través de la 
página  web  de  la  Administración  competente,  de  cara  a  dar  audiencia  a  posibles 
interesados y  afectados,  ya  sea  recabando la  opinión  de  las  personas físicas  o  jurídicas 
individuales o colectivas, o ya de las organizaciones más representativas), lo que conlleva la 
aplicación del art. 47.1.e) LPACAP, como motivo de nulidad, “y ello de cara a no conculcar 
principios básicos de nuestro ordenamiento jurídico como los de transparencia y/o publicidad 
activa  -de  la  información  de relevancia  jurídica-,  amén del  de participación  (art  3.1.c)  Ley 
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Ayuntamiento de Arrecife

40/15), buena regulación, o inclusive constitucionales (art 23 CE78 participación ciudadana en 
los asuntos públicos directamente)”.

Por medio de auto del TS de 26 de enero de 2022 (EDJ) se admitió recurso de casación para 
examinar  la  cuestión  con  interés  casacional  objetivo  consistente  en  determinar  si  en  la 
elaboración de las ordenanzas fiscales municipales, ha de observarse el trámite previsto en el 
art. 133 LPACAP, con carácter previo a su aprobación inicial o, por el contrario, y de acuerdo 
con la disp. adic. 1ª del mismo texto legal, si es suficiente, en la confección de este tipo de 
disposiciones, atender el cauce de los arts. 15 a 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales -TRLRHL- (EDL 2004/2992), a los efectos de discernir, en caso de no cumplir con el 
trámite del art. 133, si se trata de un defecto formal insubsanable constitutivo de nulidad de 
pleno derecho o no.

Para la entidad local recurrente, se aplica indebidamente por la sentencia recurrida la disp. 
adic.  1ª  LPACAP,  limitándose  a  interpretar  el  régimen  de  las  excepciones  del  art.  133.4 
LPACAP, pero sin  tener  en cuenta aquella  disp.  adicional,  por  lo  que la  exigibilidad de la 
consulta previa no se debe analizar desde su omisión, por motivos de excepcionalidad, sino si 
es aplicable o no si se tiene en cuenta el régimen especial previsto por leyes especiales por 
razón de la materia, en este caso el TRLRHL, que fue la tramitación seguida en el presente 
caso por el Ayuntamiento. Con lo que la disp. adic. 1ª resulta clave, al excluir la aplicación en  
los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de la materia, en el 
que debe incluirse el de elaboración de las Ordenanzas locales en materia tributaria. Todo ello,  
finaliza, sin perjuicio de que, aunque se trate de trámites distintos, el de exposición pública 
previsto en el TRLRHL -que sí cumplió el Ayuntamiento-, en cuanto preceptivo bajo sanción de 
nulidad de pleno derecho de la ordenanza fiscal y de obligada resolución, colma la finalidad de 
participación ciudadana a que responde el trámite.

La operadora de telefonía se opone refiriéndose al criterio de la Dirección General de Tributos 
(DGT), Subdirección General de Tributos Locales, plasmado en su Informe de 19 de enero de  
2018, emitido a instancias de la Federación Española de Municipios y Provincias, acerca de si 
el trámite de consulta pública del art. 133 LPACAP es de aplicación a la potestad reglamentaria 
local y concretamente en el procedimiento de aprobación de las ordenanzas fiscales locales, 
afirmando que sí.

Recordemos que en este Informe, la DGT afirmaba que tanto LRBRL como el TRLRHL son 
leyes especiales por razón de la materia, al regular el procedimiento de aprobación, bien de 
ordenanzas  municipales,  bien  de  ordenanzas  fiscales,  con  el  añadido  de  que  la  LRBRL 
complementa  al  TRLRHL  en  su  regulación  respecto  a  las  ordenanzas  fiscales.  El  art.  17 
TRLRHL, sobre el procedimiento de elaboración y aprobación de las ordenanzas fiscales, por  
su parte, ya prevé la participación de los ciudadanos a través de la exposición pública de los 
acuerdos provisionales; dispone este precepto en sus tres primeros apartados:

“1.  Los  acuerdos  provisionales  adoptados  por  las  corporaciones  locales  para  el 
establecimiento,  supresión  y  ordenación  de  tributos  y  para  la  fijación  de  los  elementos 
necesarios en orden a la determinación de las respectivas cuotas tributarias,  así  como las 
aprobaciones y modificaciones de las correspondientes ordenanzas fiscales, se expondrán en 
el tablón de anuncios de la Entidad durante treinta días, como mínimo, dentro de los cuales los  
interesados  podrán  examinar  el  expediente  y  presentar  las  reclamaciones  que  estimen 
oportunas.
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2. Las entidades locales publicarán, en todo caso, los anuncios de exposición en el boletín 
oficial  de  la  provincia,  o,  en  su  caso,  en  el  de  la  comunidad  autónoma uniprovincial.  Las 
diputaciones provinciales, los órganos de gobierno de las entidades supramunicipales y los 
ayuntamientos de población superior a 10.000 habitantes deberán publicarlos, además, en un 
diario de los de mayor difusión de la provincia, o de la comunidad autónoma uniprovincial.

3.  Finalizado  el  período  de  exposición  pública,  las  corporaciones  locales  adoptarán  los 
acuerdos definitivos que procedan, resolviendo las reclamaciones que se hubieran presentado 
y aprobando la redacción definitiva de la ordenanza, su derogación o las modificaciones a que 
se refiera el acuerdo provisional. En el caso de que no se hubieran presentado reclamaciones,  
se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo, hasta entonces provisional, sin necesidad 
de acuerdo plenario…”.

Para la DGT, si bien la disp. adic. 1ª LPACP admite especialidades en el procedimiento, estas  
“deben discurrir  dentro del  marco del  procedimiento común y para ello deben establecerse 
respetando las limitaciones establecidas”. El trámite de consulta previa del art. 133 LPACAP, 
novedoso con esta Ley, es perfectamente distinguible del trámite de participación ciudadana 
del art. 17 TRLRHL, debiendo realizarse además en dos momentos temporales diferentes: el 
trámite de consulta previa, con carácter previo a la elaboración del proyecto ordenanza fiscal y  
se sustancia  a  través del  portal web de la  Administración competente y,  posteriormente,  el 
trámite  de  participación  ciudadana  del  art.  17  TRLRHL  tiene  lugar,  una  vez  elaborada  y 
aprobada la redacción provisional de la ordenanza fiscal, mediante su exposición en el tablón 
de anuncios de la entidad local y su publicación en el boletín oficial correspondiente. Con lo 
que,  a  juicio  de  la  DGT,  en el  procedimiento  de  aprobación  de ordenanzas fiscales  debe 
incluirse el trámite de consulta pública previa del art. 133 LPACAP, si bien teniendo en cuenta 
las  excepciones  de  su  apdo.  4,  de  modo  que  si  bien  es  exigible  cuando  se  trate  de  la  
aprobación de una nueva ordenanza fiscal, si se está ante la modificación de una ordenanza 
fiscal  ya aprobada anteriormente, podría obviarse tal trámite por tratarse de una regulación 
parcial  de  la  materia  (según  el  art.  133.4  LPACAP,  como hemos  visto,  podrá  omitirse  la 
consulta pública cuando la propuesta normativa “regule aspectos parciales de una materia”).

Basándose  en  este  Informe,  así  como en diversas  sentencias  de  tribunales  superiores  de 
justicia  que  siguen  sus  conclusiones,  sostiene  la  operadora  de  telefonía,  oponiéndose  al  
recurso del  Ayuntamiento de Barcelona, que el  trámite de consulta pública debe realizarse 
tratándose de ordenanzas fiscales.

El TS, en la sentencia de 31 de enero de 2023, parte determinando el ámbito de aplicabilidad  
del  art.  133  LPACAP,  teniendo  en  cuenta  la  declaración  de  inconstitucionalidad  de  dicho 
precepto por la STC 55/2018, de 24 de mayo (EDJ 2018/504369), la cual no se extendió de 
forma explícita al ámbito de las administraciones locales, como antes indicamos, aunque ello 
tiene relevancia “en tanto que la declaración de inconstitucionalidad se sustenta en el carácter 
no básico de esta regulación, salvo los dos puntos ya exceptuados, y ello por cuanto el título  
competencial del Estado para regular el régimen local es aquí el mismo en que se fundamenta 
la regulación del art. 133 LPAC, esto es, las bases del régimen jurídico de las Administraciones  
Públicas, ex art. 149.1.18 CE. Luego, lo que no constituye legislación básica respecto a las 
Comunidades  Autónomas,  tampoco  puede  tener  tal  consideración  de  legislación  básica 
respecto a la Administración local”.

El inciso del apdo. 1 (“Con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o 
de  reglamento,  se  sustanciará  una consulta  pública”)  de  este  precepto  sí  tiene  naturaleza 
básica,  al  amparo del  art.  149.1.18ª  CE,  luego la  consulta  pública,  en términos generales, 
resulta obligatoria,  aunque los restantes aspectos de su realización (contenido restante del 

Ayuntamiento de Arrecife

Avda. Vargas, 1, Arrecife. 35500 (Las Palmas). Tfno. 928812750. Fax: 928813778

C
ód

. V
al

id
ac

ió
n:

 4
3T

KK
YA

2K
F3

D
G

SS
4X

W
D

43
H

H
YR

 
Ve

rif
ic

ac
ió

n:
 h

ttp
s:

//a
rre

ci
fe

.s
ed

el
ec

tro
ni

ca
.e

s/
 

D
oc

um
en

to
 fi

rm
ad

o 
el

ec
tró

ni
ca

m
en

te
 d

es
de

 la
 p

la
ta

fo
rm

a 
es

Pu
bl

ic
o 

G
es

tio
na

 | 
Pá

gi
na

 3
 d

e 
6 



 
Ayuntamiento de Arrecife

apdo. 1 precitado), no tienen dicha naturaleza básica, es decir, serán aplicables directamente a 
los reglamentos estatales, pero no así a los reglamentos autonómicos ni a los locales, todo ello  
a su vez sin perjuicio de su aplicabilidad como norma supletoria (art. 149.3 CE).

Junto a ello, el TS centra su análisis en la disp. adic. 1ª LPACAP, “Especialidades por razón de 
la materia”, que establece lo siguiente:
“1. Los procedimientos administrativos regulados en leyes especiales por razón de la materia 
que no exijan alguno de los trámites previstos en esta Ley o regulen trámites adicionales o 
distintos se regirán, respecto a éstos, por lo dispuesto en dichas leyes especiales.
2.  Las  siguientes  actuaciones  y  procedimientos  se  regirán  por  su  normativa  específica  y 
supletoriamente por lo dispuesto en esta Ley:
a)  Las  actuaciones  y  procedimientos  de  aplicación  de  los  tributos  en  materia  tributaria  y 
aduanera, así como su revisión en vía administrativa.
b)  Las  actuaciones  y  procedimientos  de  gestión,  inspección,  liquidación,  recaudación, 
impugnación y revisión en materia de Seguridad Social y Desempleo.
c) Las actuaciones y procedimientos sancionadores en materia tributaria  y aduanera,  en el 
orden social, en materia de tráfico y seguridad vial y en materia de extranjería.
d) Las actuaciones y procedimientos en materia de extranjería y asilo.”

El principio de especialidad se contempla en función de los procedimientos administrativos (de 
todo tipo) regulados en leyes especiales por razón de la materia, según el apdo. 1 de esta disp.  
adicional. Y si nos referimos al procedimiento de elaboración de las ordenanzas fiscales, el TS 
recuerda que esta característica de legislación especial viene ya proclamada en el art.  111 
LRBRL, dentro de su Título VIII, “Haciendas Locales”, y con el siguiente tenor:
“Los acuerdos de establecimiento, supresión y ordenación de tributos locales, así como las 
modificaciones de las correspondientes Ordenanzas fiscales, serán aprobados, publicados y 
entrarán en vigor, de acuerdo con lo dispuesto en las normas especiales reguladoras de la 
Imposición y Ordenación de tributos locales, sin que les sea de aplicación lo previsto en el 
artículo 70.2 en relación con el 65.2, ambos de la presente Ley.”

Es decir, que frente a la regulación general de la potestad reglamentaria local, contenida en la 
legislación de régimen local, el procedimiento de elaboración y aprobación de las ordenanzas 
fiscales se contiene en una ley especial por razón de la materia, el TRLRHL, lo que determina 
que  sean  de  aplicación  las  normas  específicas  procedimentales  contenidas  en  el  art.  17 
TRLRHL, y ello “tanto respecto a la no exigencia de trámites previstos en la LPAC, como es la  
consulta  pública  previa  del  art.  133.1  LPAC,  como  respecto  a  los  tramites  adicionales  o 
distintos que se prevén en el TRLHL”. Tampoco por vía de supletoriedad resultaría aplicable la 
regulación del  art.  133 LPACAP, continúa el  TS, dado que las reglas del  art.  17 TRLRHL 
configuran un procedimiento completo,  sin necesidad de acudir  a ninguna norma supletoria 
para completar la regulación de dicho procedimiento.

El TS finaliza recordando que la potestad tributaria local no es una potestad originaria, sino 
derivada (art.  133.2 CE: “Las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales podrán 
establecer y exigir tributos, de acuerdo con la Constitución y las leyes”), que requiere del previo 
ejercicio por el Estado de la potestad originaria para crear y establecer tributos locales (art. 
133.1 CE: “La potestad originaria para establecer los tributos corresponde exclusivamente al 
Estado, mediante ley”), que mediante ley habilita los elementos esenciales de esos tributos, sin 
perjuicio  del  limitado  ámbito  de ejercicio  de  la  potestad  reglamentaria  que en este  ámbito 
tributario corresponde a las Entidades Locales. A partir de esta configuración, entiende el TS 
que “el sentido y alcance de la consulta pública previa a la elaboración del proyecto de norma 
reglamentaria, (…) no se acomode, en la concisa y genérica forma que dispone el primer inciso 
del art. 133.1 de la LPAC, a las características de la participación pública en el procedimiento  
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Ayuntamiento de Arrecife

de elaboración de la ordenanza fiscal en el ámbito local, pues esta iniciativa de ordenanza 
fiscal  debe  partir,  en  todo  caso,  de  un  conjunto  de  elementos  normativos  que  resultan 
previamente impuestos, bien que con extensión variable, por la ley estatal”, y lo aconsejable, 
dirigiéndose al legislador, es que si se trata de robustecer los mecanismos de participación 
ciudadana en la elaboración de ordenanzas fiscales “se acometa,  si  se estimase necesaria 
reformar los mecanismos de participación pública ciudadana, mediante la oportuna reforma de 
esta legislación que es especial por razón de la materia, atendiendo a la singular conformación 
del ejercicio de la potestad reglamentaria local en materia fiscal.”

El criterio interpretativo sobre la cuestión de interés casacional planteada, de este modo, es el 
siguiente:

“…que el art. 17 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, que regula el procedimiento de 
elaboración y aprobación de las ordenanzas fiscales locales, constituye legislación especial por 
razón de la materia, por lo que, de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional 1ª, 
apartado 1, de la Ley de la Ley 39/2015, no resulta exigible seguir el trámite de consulta pública  
previsto  en  el  art.  133.1  LPAC,  como  trámite  previo  al  procedimiento  de  elaboración  y 
aprobación de las ordenanzas fiscales establecido en el art. 17 TRLHL.”

De  acuerdo  con  este  criterio,  el  TS  estima  el  recurso  de  casación  al  haber  la  sentencia 
recurrida inaplicado indebidamente la disp. adic. 1ª, apdo. 1, LPACAP, dado que el trámite de 
consulta pública no es de aplicación en el procedimiento de elaboración de ordenanzas 
fiscales,  y  desestima  así  el  recurso  contencioso-administrativo  interpuesto  contra  la 
Ordenanza fiscal núm. 3.16 del Ayuntamiento de Barcelona, relativa a la tasa por utilización 
privativa  o  aprovechamiento  especial  del  dominio  público  municipal,  a  favor  de  empresas 
explotadoras de los servicios de telefonía móvil.

CONCLUSIONES :

Se toma en cuenta la consideración de la Secretaría Municipal, donde se aconseja que se 
solicite informe a la Tesorería Municipal, por lo que se hace dicha solicitud.

Poro por otro lado, y respecto a que es necesaria tal como se manifiesta en el informe de la  
Secretaria Municipal, respecto que es necesaria la consulta pública, pues tengo que manifestar 
que, la consulta pública previa, como la establece el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, no es 
necesaria para la aprobación de ordenanzas fiscales, ya que estas tienen un procedimiento 
especial regulado por ley. Sin embargo, sí son necesarios trámites como la información pública 
y la audiencia a los interesados en una fase posterior del procedimiento.

Razones de la no exigencia:

PRIMERO.-  Normativa sectorial: Las ordenanzas fiscales se rigen por su propia normativa 
sectorial (el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales), que establece un procedimiento 
diferente al de los reglamentos generales.

SEGUNDO.- Excepción legal: La Ley 39/2015 establece excepciones a la consulta pública 
previa en supuestos como la regulación por normativas especiales o cuando la modificación se 
limita a aspectos parciales de una materia.
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Ayuntamiento de Arrecife

TERCERO.- Jurisprudencia del TS: El Tribunal Supremo ha confirmado que el procedimiento 
de las ordenanzas fiscales está fuera del ámbito de aplicación del artículo 133.1 de la Ley 
39/2015. 

Lo que sí es necesario:

Consulta pública posterior: Aunque no sea previa,  el  proyecto de ordenanza sí  debe ser 
expuesto al público para que los ciudadanos puedan presentar alegaciones.

Información pública: El texto de la ordenanza debe ser publicado en el Boletín Oficial de la 
Provincia (BOP) para que entre en vigor. 

Es decir, que frente a la regulación general de la potestad reglamentaria local, contenida en la 
legislación de régimen local, el procedimiento de elaboración y aprobación de las ordenanzas 
fiscales se contiene en una ley especial por razón de la materia, el TRLRHL, lo que determina 
que  sean  de  aplicación  las  normas  específicas  procedimentales  contenidas  en  el  art.  17 
TRLRHL, y ello “tanto respecto a la no exigencia de trámites previstos en la LPAC, como es la  
consulta  pública  previa  del  art.  133.1  LPAC,  como  respecto  a  los  tramites  adicionales  o 
distintos que se prevén en el TRLHL”. Tampoco por vía de supletoriedad resultaría aplicable la 
regulación del  art.  133 LPACAP, continúa el  TS, dado que las reglas del  art.  17 TRLRHL 
configuran un procedimiento completo,  sin necesidad de acudir  a ninguna norma supletoria 
para completar la regulación de dicho procedimiento.

En Arrecife a la fecha de la firma electrónica.

DOCUMENTO FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE
 

Ayuntamiento de Arrecife

Avda. Vargas, 1, Arrecife. 35500 (Las Palmas). Tfno. 928812750. Fax: 928813778
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